RADICACIÓN: 660012204000-2019-00172-00

ACCIONANTE: SANDRA JOHANA GRAJALES MEJÍA  

ACCIONADO: JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y M. DE SEGURIDAD

DECISIÓN: NIEGA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / FRENTE A AUTORIDADES JUDICIALES / DEBE DIFERENCIARSE SI SE RELACIONAN CON ACTUACIÓN DE DICHO CARÁCTER O SI ES AJENO A LA MISMA / EN EL PRIMER CASO LA DECISIÓN SE SUJETA A LOS TÉRMINOS Y A LA REGLAMENTACIÓN JUDICIAL / CASO, PRESUNTA MORA PARA RESOLVER SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICILIARIA.
… ha dejado por sentado el Órgano de Cierre en materia Constitucional lo siguiente: 

“… la Corte ha sostenido que el alcance del derecho de petición encuentra limitaciones respecto de las peticiones presentadas frente a autoridades judiciales, toda vez que han de diferenciarse los tipos de solicitudes, las cuales pueden ser de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo de cada juicio, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para tal efecto; y (ii) aquellas peticiones que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración y, en especial, de la Ley 1755 de 2015.”

Acorde con lo anterior, la Sala considera que no le asiste razón a la demandante en sus dichos, lo cual redunda en una declaratoria de improcedencia de la presente acción, por inexistencia de la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, pues como se observa en el plenario, en el trámite dado a la solicitud de prisión domiciliaria incoada por la accionante no se ha presentado una dilación injustificada del asunto como ella lo quiere hacer ver, porque es claro que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas está recolectando la información necesaria para poder obtener la certeza frente a los dichos de la accionante acerca de su supuesta condición de madre cabeza de familia, para así poder adoptar una decisión de fondo.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión a la acción de tutela instaurada por la señora SANDRA JOHANA GRAJALES MEJÍA, en contra del JUZGADO 4º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
ANTECEDENTES:
Contó la accionante que desde el 1º de octubre de 2019, por intermedio de su apoderada, radicó ante el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira una solicitud de sustitución de la prisión en centro carcelario por domiciliaria, por ostentar la calidad de madre cabeza de familia; sin embargo el aludido Despacho no se ha pronunciado oportunamente sobre sus pretensiones. 
PRETENSIONES:

La accionante considera vulnerado su derecho fundamental de petición, de manera que su pretensión en este trámite está dirigida a que se ordene al Despacho accionado que resuelva su solicitud de prisión domiciliaria como madre cabeza de familia.  
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador avocó el conocimiento de la presente actuación mediante auto del 29 de noviembre de 2019, mediante el cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Despacho accionado para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, además se ordenó la vinculación oficiosa de quien funge como apoderado(a) judicial del accionante ante el Despacho accionado.  

INTERVENCIONES:
Dentro del término de traslado se recibió respuesta por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, mediante la cual alegó en su defensa que si ese Despacho no ha adoptado decisión de fondo con respecto a los pedimentos de la accionante, recibidos el 7 de octubre hogaño, ello se debe a que hasta ahora no ha recogido toda la información necesaria para poder determinar la situación de vulnerabilidad o indefensión en la familia nuclear de la condenada, a lo cual se debe aunar que está en el turno Nro. 4 de decisión. En ese orden, concluyó que por parte suya no existe una mora judicial injustificada, de modo que pidió que se nieguen las pretensiones formuladas en esta actuación.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si por parte del Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se han vulnerado las prerrogativas constitucionales de la accionante, por no resolver oportunamente su solicitud de prisión domiciliaria por ser madre cabeza de familia.
3. Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

En el caso bajo estudio la accionante considera que el Despacho accionado vulneró su derecho fundamental de petición, porque en el término de 15 días consagrado en la Ley 1755 de 2015 no resolvió su solicitud de prisión domiciliaria por ostentar la calidad de madre cabeza de familia; sin embargo, con respecto a dicha pretensión, la Sala interpreta que la señora Sandra Johana está desconociendo que en la jurisdicción existen diversas modalidades de petición, y que específicamente cuando se presentan solicitudes respetuosas a las autoridades judiciales, debe diferenciarse si las mismas involucran pretensiones de índole administrativa o de mero trámite, caso en el cual se aplicarían los términos consagrados en el CPACA, como las solicitudes de información (por citar un ejemplo), o si las mismas están directamente relacionadas con asuntos de naturaleza estrictamente jurisdiccional, que deberían ser resueltos en determinada oportunidad procesal, conforme a la regulación normativa aplicable al caso puntual, y en atención del principio de las formas propias de cada juicio. 

En ese sentido, ha dejado por sentado el Órgano de Cierre en materia Constitucional lo siguiente: 

“… la Corte ha sostenido que el alcance del derecho de petición encuentra limitaciones respecto de las peticiones presentadas frente a autoridades judiciales, toda vez que han de diferenciarse los tipos de solicitudes, las cuales pueden ser de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo de cada juicio, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para tal efecto; y (ii) aquellas peticiones que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración y, en especial,  de la Ley 1755 de 2015.”
Acorde con lo anterior, la Sala considera que no le asiste razón a la demandante en sus dichos, lo cual redunda en una declaratoria de improcedencia de la presente acción, por inexistencia de la vulneración de los derechos fundamentales reclamados, pues como se observa en el plenario, en el trámite dado a la solicitud de prisión domiciliaria incoada por la accionante no se ha presentado una dilación injustificada del asunto como ella lo quiere hacer ver, porque es claro que el Juzgado 4º de Ejecución de Penas está recolectando la información necesaria para poder obtener la certeza frente a los dichos de la accionante acerca de su supuesta condición de madre cabeza de familia, para así poder adoptar una decisión de fondo. 

En ese orden de ideas, debe recordarse que para la procedencia de la acción de tutela, el menoscabo en los derechos debe apreciarse objetivamente, mas no partiendo de suposiciones subjetivas realizadas por quien acude a su reclamo, es apenas obvio que para poder resolver una solicitud de prisión domiciliaria es necesario contar con información que incluso deben suministrar terceros, como el centro de reclusión y la trabajadora social que realice la visita, de allí que la resolución del asunto y el término en que ello se dé no depende exclusivamente del Juzgado sino de otros intervinientes que revelan información imprescindible para adoptar una decisión conforme a la realidad.
En otras palabras, el mecanismo de amparo no está diseñado para prosperar como una alternativa para agilizar las actuaciones procesales cuando no ha quedado en evidencia el quebranto alegado, máxime cuando es evidente que Despacho demandado no ha superado el término razonable y ha desplegado las gestiones investigativas bajo su cargo y así poder adoptar una decisión de fondo. Así las cosas, se itera, no podemos aquí hablar de una mora endilgable al Juzgado demandado, y tampoco se puede afirmar que desde la recepción de solicitud instaurada por la accionante se haya cruzado de brazos sin hacer nada, porque es obvio que se ha recolectado en ese interregno información que será útil para cimentar su decisión. 

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, esta Corporación debe decir que no procederá a realizar un estudio más profundo del presente asunto para afirmar que la misma es improcedente porque no s se han vulnerado los derechos reclamados.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela invocada por la señora SANDRA JOHANA GRAJALES MEJÍA, en contra del JUZGADO 47º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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